
  



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

             SALA UNITARIA CIVIL-FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio cinco de dos mil dieciséis
Expediente 66001-31-18-002-2016-00120-01
  



Sería del caso entrar a resolver la impugnación que interpuso la parte demandante frente a la sentencia del 27 de mayo último, dictada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Adolescentes con Funciones de Conocimiento, en la acción de tutela que Carmen Rosa Benítez de García, por medio de apoderada judicial, promovió contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, si no fuera por la irregularidad que ahora se detecta y que viene a erigirse como causal de nulidad de lo actuado.
  



En efecto, en uso de la acción consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, solicitó la demandante la protección de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad, una vida digna en conexión con el mínimo vital y a la Seguridad Social”, que estimó conculcados por la anunciada entidad, con motivo de la negativa al reconocimiento y pago de pensión de sobrevivientes que elevó, por cuanto, según Resolución RDP 014538 del 09 de mayo de 2014, emitida por la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP, la cuestión debe dirimirse ante la justicia ordinaria, frente a la controversia presentada en esa reclamación junto con Luz Mery Ardila Hurtado y Martha Ligia Pedraza Vargas, acto a la postre confirmado por la Directora de Pensiones de la misma unidad, mediante Resolución RDP 018842 del 17 de junio de 2014.




El juzgado de conocimiento dispuso dar trámite a la tutela con auto del 16 de mayo pasado, en forma exclusiva y genérica contra la “UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL UGPP”. La secretaría notificó de lo concerniente a “Gloria Inés Cortés Arango –Directora General de Pensiones UGPP” y a “Luz Adriana Sánchez Mateus –Directora de Pensiones-“.
  



A partir de allí se advierte que, como la pretensión de amparo viene enfocada en que se ordene el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes a que se hizo referencia, surge de ello que a la actuación han debido vincularse otras personas, a saber:
 



A la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales, Clara Janeth Silva Villamil; a Eduardo Orejuela Suárez, en calidad de Director de Pensiones, como funcionarios competentes en la resolución de la petición de la demandante como lo deja ver la foliatura y siguiendo de cerca la estructura orgánica de la entidad y las funciones asignadas, en particular, al departamento encargado del reconocimiento y pago de derechos pensionales, establecidas por el Decreto 575 del 22 de marzo de 2013, “Por el cual se modifica la estructura de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -  UGPP- y se determinan las funciones de sus dependencias”, y la Resolución Número 747 del 31 de julio de 2015, “Por la cual se actualiza y adopta el Manual Específico de Funciones y Competencias Laborales para los cargos de la Dirección de Pensiones” expedida por el Director de Soporte y Desarrollo Organizacional de la UGPP. 

  



Asimismo, a las personas involucradas dentro de la controversia pensional, según se deduce de los actos administrativos, señoras Luz Mery Ardila Hurtado y Martha Ligia Pedraza Vargas, como potenciales afectadas, en caso de que se llegara a reconocer algún beneficio a la demandante. 
 



Ahora, la secretaría del Juzgado, por voluntad propia, más que por disponerlo así el auto de impulso de la acción de tutela, elaboró oficio de notificación con destino a la Dirección de Pensiones de la UGPP, para lo cual reseñó como directora a quien no ostenta tal calidad, según lo deja ver la página web de la entidad
; adicionalmente, no se acreditó que tal dependencia hubiese recibido efectivamente la notificación del caso, ni se le dio a conocer la sentencia proferida, como tampoco la concesión de la impugnación, con lo que puede afirmarse que su citación al asunto no se ha producido en debida forma.
Esas omisiones, no se pueden pasar por alto, pues la situación viene a erigirse en una causal de nulidad, en los términos del numeral 8º del artículo 133 del Código General del Proceso, ya que se impide, como viene de verse, la oportunidad de oposición, tanto más cuando existe la posibilidad de una decisión favorable a los intereses demandados, y es deber de la Sala, por tanto, remediar la cuestión, procurando la comparecencia de los llamados a responder, y de quienes tienen directo interés en la solución que al asunto finalmente se le dé.
  



Ha expresado sobre el tema la Corte Constitucional 
 que:

  


“Concluido, entonces, como ya se indicó, que “cuando en el curso del proceso de tutela se omite notificar la admisión del mismo a los terceros con interés legítimo que pudieren resultar afectados con la decisión judicial, se presenta causal de nulidad por violación del debido proceso y del derecho de defensa”
:

   


“Tal notificación, ha expresado la Corte, constituye garantía imprescindible del debido proceso y en particular del derecho de defensa de las personas que, no obstante que no son las destinatarias de la acción, pueden resultar afectadas como consecuencia de la decisión que se adopte por el juez de tutela. De esta manera se procura que antes de que se produzca el fallo, dichos terceros tengan la oportunidad de cuestionar lo dicho por las partes, de solicitar pruebas o controvertir las existentes, de presentar alegatos y, eventualmente, de impugnar la decisión que resulte adversa a sus intereses.” (Auto 231 de 2002 M.P. Rodrigo Escobar Gil).

   


Ahora bien, en cuanto a la nulidad que se genera como consecuencia de la falta de notificación de la iniciación del proceso de tutela a terceros que podrían resultar afectados por la decisión la Corte ha resaltado:

    


“Así pues, en guarda de la prevalencia del derecho sustancial, el mecanismo adecuado para restablecer ese equilibrio roto es la solicitud de nulidad, enderezada a que la actuación judicial vuelva a surtirse con la cabal observancia de las garantías procesales, en especial del derecho de defensa, y en favor de las partes y demás interesados.  (Sentencia T-247 de 1997 M.P. Fabio Morón Díaz).”

  



Si bien en algunos casos, como en el precedente que se acaba de citar, se procura rectificar la situación poniéndola en conocimiento del afectado para que si es su interés alegue la nulidad; en varios pronunciamientos la alta Corporación
 ha optado por declarar directamente la misma, pese a mediar comunicación al interesado y este guardar silencio sobre el particular. Como corolario de lo dicho, se declarará la nulidad de la actuación a partir del fallo de primera instancia, calendado a mayo 27 de 2016, y se le ordenará al Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Funciones de Conocimiento de esta ciudad, que proceda a la debida vinculación, tanto, de los funcionarios que han de conformar el extremo pasivo de la acción, como de las directas interesadas en la resolución del presente trámite.
En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,
RESUELVE:

  



DECLARAR la nulidad de lo actuado en la acción de tutela instaurada por Carmen Rosa Benítez de García, contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, a partir, incluso, de la sentencia del 27 de mayo del año que avanza.

 
 

ORDENAR al Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Funciones de Conocimiento de esta ciudad, vincular al presente trámite a la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales, Clara Janeth Silva Villamil; a Eduardo Orejuela Suárez, en calidad de Director de Pensiones, ambos de la UGPP, o quienes hagan sus veces; asimismo a Luz Mery Ardila Hurtado y Martha Ligia Pedraza Vargas para responder en la parte pasiva frente al reclamo de los derechos fundamentales acá invocados, en aras de que se garantice la oportunidad de contradicción. Para ello, hágase inmediata devolución del expediente.
  



Las pruebas que se hayan practicado conservan su validez. 

  



En la forma dispuesta por el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 notifíquese sobre el contenido de este proveído a todos los interesados.

El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 
� http://www.ugpp.gov.co/equipo-de-trabajo/directorio-de-directivos.html


� Auto 141/08


� Auto 231 de 2002 M.P. Rodrigo Escobar Gil


� Por ejemplo, como ocurrió en los casos plasmados en los Autos 113, 212 y 270 A de 2012 
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